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Jiutepec, Morelos a once de octubre de dos mil veintidós. 

  

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Expediente 

Número 141/2021, relativo al Juicio ORDINARIO CIVIL promovido 

por [No.1]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2] 

contra [No.2]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

radicado en la Primera Secretaría de este Juzgado Tercero Civil de 

Primera Instancia del Noveno Distrito Judicial del Estado de Morelos; y, 

 

R E S U L T A N D O 

 

1.- Demanda. Mediante escrito presentado en la Oficialía de 

Partes común de este Noveno Distrito Judicial, con fecha nueve de abril 

de dos mil veintiuno, el ciudadano 

[No.3]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], demandó en 

la vía Ordinaria Civil, de la ciudadana 

[No.4]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], las 

siguientes prestaciones: “1. El pago de los daños y perjuicios que me 

ha ocasionado la parte demandada en mi propiedad por la cantidad de 

$250,000.00 (doscientos cincuenta mil pesos 00/100 m.n.) 2. El pago 

de gastos y costas derivados del presente juicio.” Hizo una relación de 

los hechos, documentos y preceptos de derecho en que fundó y motivó 

el ejercicio de su acción, los cuales en este apartado se tienen por 

reproducidos como si literalmente se insertaran en obvio de 

repeticiones innecesarias. 

 

2.- Admisión. Por cuestión de turno, correspondió a este 

Juzgado el conocimiento del asunto, quien en auto de fecha catorce de 

abril de dos mil veintiuno, admitió la demanda en la vía ordinaria civil, 

se ordenó correr traslado y emplazar a la demandada 

[No.5]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], para 

que en el plazo de diez días diera contestación a la demanda instaurada 

en su contra, requiriéndole para que señalara domicilio dentro de ésta 

jurisdicción para oír y recibir notificaciones, apercibido que en caso de 

no hacerlo las subsecuentes notificaciones aún las de carácter personal 



 

 

le surtirían y se le harían  por medio del Boletín Judicial que se edita en 

este Tribunal. 

 

3.- Emplazamiento y contestación. El veintisiete de abril de 

dos mil veintiuno, fue emplazada la demandada 

[No.6]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], y, en 

auto del día trece de mayo del mismo año, se le tuvo por presentada 

contestando la demanda. 

 

4.- Conciliación y depuración. La audiencia de conciliación y 

depuración se celebró el día seis de agosto de dos mil veintiuno, al no 

resultar posible conminar a las partes para conciliar sus intereses, 

debido a la incomparecencia injustificada de la parte actora, y, al no 

existir irregularidad alguna dentro del juicio y no existir excepciones de 

previo y especial pronunciamiento que depurar se declaró cerrada dicha 

etapa procedimental y se mandó abrir el periodo probatorio por un 

término de ocho días común para ambas partes.   

  

5.- Dilación probatoria. Por autos del diecinueve y treinta y 

uno de agosto de dos mil veintiuno, se proveyeron las pruebas 

ofrecidas por los contendientes. 

 

Al actor [No.7]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

se le admitieron: CONFESIONAL a cargo de 

[No.8]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

DOCUMENTALES, PERICIAL EN MATERIA DE ESTRUCTURA Y DAÑOS 

ESTRUCTURALES, INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES Y 

PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA. 

 

A la demandada 

[No.9]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], se le 

admitieron: CONFESIONAL y DECLARACIÓN DE PARTE a cargo del 

actor [No.10]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES; Y PRESUNCIONAL LEGAL Y 

HUMANA. 
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6.- Audiencia de pruebas y alegatos. Se verificó el día cuatro 

de octubre de dos mil veintiuno, se desahogaron las pruebas 

CONFESIONAL a cargo de ambas partes y DECLARACIÓN DE PARTE a 

cargo del actor 

[No.11]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2]. 

 

7.- Pericial en materia de estructura y daños 

estructurales. En auto de fecha veintiocho de febrero de dos mil 

veintidós, se declaró precluido el derecho de la parte actora para 

presentar al perito que designó, en consecuencia, se determinó que 

dicha prueba se perfeccionaría con el dictamen que emitiera el perito 

designado por el juzgado. 

 

 Dicho nombramiento recayó en el ingeniero 

[No.12]_ELIMINADO_Nombre_del_Perito_Particular_[13], cuyo 

dictamen fue presentado el veintisiete de mayo de dos mil veintidós. 

 

8.- Alegatos y citación para resolver. La audiencia de 

pruebas y alegatos se verificó el día treinta y uno de agosto de dos mil 

veintidós; por no existir pruebas pendientes de desahogó, se pasó a la 

etapa de alegatos, en la cual se mandaron glosar los que por escrito 

presentaron los contendientes. Al concluir se citó a las partes para oír 

sentencia definitiva, la que ahora se dicta con base en los siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

I.- Competencia. Éste Juzgado es competente para resolver y 

fallar el presente juicio, en razón de que el domicilio de las partes, así 

como del inmueble en el cual recaen los daños reclamados por la parte 

actora, se ubica en [No.13]_ELIMINADO_el_domicilio_[27], lugar donde 

ejerce su jurisdicción este Tribunal; ello con fundamento en los artículos 

18, 21, 25, 26, 29, y, 34 fracciones I, II y III, del Código Procesal Civil 



 

 

en vigor en el Estado de Morelos, en relación con el artículo 68 de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Morelos. 

 

II.- Estudio de la Vía.  Del estudio de los autos del expediente 

en que se actúa se determina que la vía hecha valer por el actor 

[No.14]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

resulta improcedente, lo que impide el juzgamiento de la 

controversia. Se explica: 

 

Para establecer el contexto en que se emite esta decisión es 

preciso referir que la vía puede concebirse como el esquema del 

ejercicio de la potestad jurisdiccional, esto es, la forma o el camino por 

el cual se desarrolla el proceso.  

 

Ahora bien, la tutela judicial efectiva puede presentarse por 

medio de un proceso único previsto para que, a través de éste, los 

órganos jurisdiccionales conozcan de todas las pretensiones sin 

limitación alguna, o el legislador puede establecer una pluralidad de 

vías; así, en el procedimiento ordinario, por regla general, pueden 

desahogarse pretensiones de cualquier naturaleza.  

 

Sin embargo, el legislador complementó la vía ordinaria 

con otras vías especiales o privilegiadas que pueden estimarse 

más eficientes o adecuadas para cierto tipo de pretensiones.  

 

Las vías privilegiadas son procesos con una tramitación especial 

frente a los juicios ordinarios, establecidas para conocer de 

pretensiones que tienen objetos específicos y determinados, es decir, 

son procesos ad hoc a dichas pretensiones, quedando su uso limitado al 

objeto que marca la ley; consisten, regularmente, en procedimientos 

más rápidos y simplificados que el juicio ordinario, ya sea porque, en 

ciertos aspectos, estos juicios privilegiados pueden estar condicionados 

por normas de carácter sustantivo que exigen normas procesales 

propias –como es el caso del pago los daños causados por 

responsabilidad civil de naturaleza extracontractual–, o porque el 
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legislador pretendía generar una mejor tutela judicial atendiendo a la 

naturaleza de ciertas pretensiones –las vías ejecutivas por ejemplo–. 

 

 Así lo determinó la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en la tesis que obra en la página 710 de la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Junio de 

2016 (5 Tomos), que enseguida se transcribe: 

 
“VÍA ORDINARIA Y VÍAS ESPECIALES O 
PRIVILEGIADAS.  
La vía puede concebirse como el esquema del ejercicio de 
la potestad jurisdiccional, esto es, la forma o el camino por 
el cual se desarrolla el proceso. Ahora bien, la tutela 
judicial efectiva puede presentarse por medio de un 
proceso único previsto para que, a través de éste, los 
órganos jurisdiccionales conozcan de todas las pretensiones 
sin limitación alguna, o el legislador puede establecer una 
pluralidad de vías; así, en el procedimiento ordinario, por 
regla general, pueden desahogarse pretensiones de 
cualquier naturaleza. Sin embargo, el legislador 
complementó la vía ordinaria con otras vías especiales o 
privilegiadas que pueden estimarse más eficientes o 
adecuadas para cierto tipo de pretensiones. Las vías 
privilegiadas son procesos con una tramitación especial 
frente a los juicios ordinarios, establecidas para conocer de 
pretensiones que tienen objetos específicos y 
determinados, es decir, son procesos ad hoc a dichas 
pretensiones, quedando su uso limitado al objeto que 
marca la ley; consisten, regularmente, en procedimientos 
más rápidos y simplificados que el juicio ordinario, ya sea 
porque, en ciertos aspectos, estos juicios privilegiados 
pueden estar condicionados por normas de carácter 
sustantivo que exigen normas procesales propias –como es 
el caso de la cancelación de títulos de crédito extraviados o 
robados–, o porque el legislador pretendía generar una 
mejor tutela judicial atendiendo a la naturaleza de ciertas 
pretensiones –las vías ejecutivas por ejemplo–.” 

 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 

jurisprudencia 1ª./J. 25/2005, consultable en la página 576 del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 

XXI, Abril de 2005, con el rubro: “PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN 

PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO 

ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN 

PLANTEADA”. Determinó que el derecho a la tutela jurisdiccional 

establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 



 

 

Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas 

condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica.  

 

Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe 

intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la 

forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto 

procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, 

porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el 

juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, 

el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas.  

 

Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una 

cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley 

expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las 

diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas 

formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la 

ley.  

En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda 

y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada 

la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través 

de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento 

de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse 

en cuenta.  

 

Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, 

porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y 

seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de 

acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad 

o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 

seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se 

cumplan las formalidades esenciales del procedimiento.  

 

Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad 

jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la 

vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en 
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cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de 

dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera 

oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no 

la hubieran impugnado previamente. 

 

Este criterio lo corrobora y complementa la tesis aislada en 

consulta en la página 2676 de la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época. Libro 33, Agosto de 2016 (4 Tomos), que 

enseguida se transcribe: 

“PROCEDENCIA DE LA VÍA. LA OBLIGACIÓN DE 
TRAMITAR LOS PROCEDIMIENTOS EN LA IDÓNEA, 
PARA EMITIR UNA SENTENCIA VÁLIDA, NO 
TRANSGREDE DERECHOS FUNDAMENTALES.  
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en las jurisprudencias 1a./J. 25/2005 y 1a./J. 
74/2005, publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXI y XXII, 
abril y agosto de 2005, páginas 576 y 107, 
respectivamente, de rubros: "PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES 
UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE 
OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN 
PLANTEADA." y "PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA 
INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL 
DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA 
DE SEGURIDAD JURÍDICA.", sostuvo que el juzgador está 
facultado para examinar de oficio la vía elegida en la 
demanda, incluso en sentencia y, en caso de estimar que 
no es la que legalmente proceda, no podrá resolver el 
fondo del asunto, sino que declarará la improcedencia de la 
vía, dejando a salvo los derechos de las partes para que los 
ejerzan en la vía idónea; asimismo, estableció que la 
tramitación de un procedimiento en una vía incorrecta, 
causa un agravio a las partes por no respetar el derecho 
fundamental a la seguridad jurídica, dado que la vía no 
puede quedar a la voluntad de las partes, ni convalidarse. 
Por ende, quien inste un procedimiento debe someterse a 
las formalidades y condiciones que la ley disponga, como lo 
es tramitarlo en la vía idónea; formalidad procesal objetiva 
y razonable, que resguarda los derechos de tutela 
jurisdiccional, debido proceso y legalidad, evitando así que 
los demandados se vean sometidos a procedimientos 
irregularmente tramitados por elección de la actora; sin 
que ello implique denegación de justicia, ya que de esta 
forma es que se permite al gobernado acudir al juicio pues, 
de lo contrario, se violaría el derecho del demandado. No 
obsta que el artículo 8, numeral 1, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos contemple el derecho 
humano de ser oído en juicio con las debidas garantías 
(acceso a la justicia), ya que no es irrestricto, sino en 
atención a las normas que regulan la procedencia de cada 



 

 

juicio. Considerar lo contrario implicaría desconocer lo que 
dispone el artículo 27, numeral 2, de la citada convención, 
que prevé un bloque duro de protección de derechos 
humanos, el cual incluye el derecho a la legalidad y a 
garantías judiciales, por ello, es que no puede entenderse 
que el derecho de acceso a la justicia, ni la interpretación 
"progresiva" ni "pro personae", permitan que las 
controversias se resuelvan en la vía que arbitrariamente 
elija el actor, pues se llegaría al extremo de que con el 
pretexto de garantizar el derecho humano del actor, se 
resuelva un asunto sustanciado en una vía incorrecta, 
alterando las reglas del procedimiento en perjuicio del 
debido proceso y la equidad procesal entre las partes, lo 
que acarrearía actuar fuera de la normatividad, aspecto 
inaceptable pues se soslayarían disposiciones de orden 
público en perjuicio de la legalidad y certeza jurídicas; 
consecuentemente, la obligación de tramitar los 
procedimientos en la vía idónea, para emitir una sentencia 
válida, no transgrede derechos fundamentales”. 

  

 Bajo este contexto, se concluye que la vía invocada por el actor 

[No.15]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2] no es la 

procedente, es decir, no es la idónea para la resolución de la 

controversia planteada. 

  

En la especie, el ciudadano 

[No.16]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], demandó en 

la vía Ordinaria Civil de la ciudadana 

[No.17]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], las 

siguientes prestaciones:  

 

“1. El pago de los daños y perjuicios que me ha 
ocasionado la parte demandada en mi propiedad 
por la cantidad de $250,000.00 (doscientos 
cincuenta mil pesos 00/100 m. n.)  
 
2. El pago de gastos y costas derivados del 
presente juicio.” 

 

Su causa de pedir la sustentó esencialmente, en que es el dueño 

del cincuenta por ciento o planta baja de la casa tipo dúplex, ubicado 

en [No.18]_ELIMINADO_el_domicilio_[27]; la dueña del restante 

cincuenta por ciento o planta alta, es la ciudadana 

[No.19]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], quien 

debido a que omitió realizar el cuidado, mantenimiento o 
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modificaciones en la parte del inmueble de su propiedad, desde hace 

aproximadamente cinco años, ha venido resintiendo daños en su parte. 

 

Por su parte, la demandada 

[No.20]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

esencialmente, contestó la demanda oponiéndose a las prestaciones 

que se le reclaman; afirmó que la demanda no cumple con los 

requisitos mínimos de la ley, ya que no precisa los hechos ilícitos en 

donde precise los daños que supuestamente se le han causado a su 

propiedad, además, son inexactos, se encuentran fuera de la realidad, 

por lo que resulta falso que se le hubiese generado o causado algún 

daño en su propiedad por su parte. Agregó que los hechos jurídicos 

humanos voluntarios y los hechos jurídicos voluntarios ilícitos como 

fuente de las obligaciones se encuentran contemplados en los artículos 

17 y 1264 del Código Civil del Estado de Morelos, por lo que los hechos 

de la demanda no encuadran en esas hipótesis, ni acredita la forma en 

que se le causó el daño, es decir, el acto dañoso, ya sea por 

negligencia, imprudencia, impericia, negligencia y la intención de 

afectación. Por lo que si no se estableció en que consistió el daño por el 

hecho ilícito no se acredita responsabilidad extracontractual alguna de 

la parte demandada. Negó los hechos, argumentando que en todo caso 

la acción esta prescrita en términos del artículo 1246 fracción V, del 

Código Civil del Estado de Morelos, pues afirmó el actor que los daños 

los ha percibido desde hace cinco años. Objetó los documentos y como 

defensas y excepciones hizo valer la falta de capacidad jurídica, la falta 

de acción, la de oscuridad de la demanda, sine actione agis, la falta de 

precisión del hecho ilícito en que basa su acción, y la de prescripción. 

 

Del cotejo anterior se advierte el problema jurídico a determinar 

consiste en: 

 

a) Determinar si existe alguna omisión de la parte demandada 

en el cuidado, reparación, modificación o mantenimiento del cincuenta 

por ciento de su propiedad, es decir, la planta alta de la casa tipo 

duplex [No.21]_ELIMINADO_el_domicilio_[27];  

 



 

 

b) Si dicha omisión de la parte demandada ha causado daños a 

la propiedad del actor, consistente en el cincuenta por ciento, es decir, 

la planta baja de la casa tipo duplex 

[No.22]_ELIMINADO_el_domicilio_[27];  

 

c) Si de acuerdo con la ley, dicha omisión de la parte 

demandada, genera responsabilidad civil de reparación del daño 

a favor de la parte actora, misma que tendría el carácter de 

extracontractual. 

 

d) En su caso, establecer la cuantía de condena o la absolución 

de la parte demandada. 

 

De lo anterior, se desprende que la vía ejercitada es 

improcedente en razón de que la pretensión consiste en el pago de 

daños materiales causados por responsabilidad civil de naturaleza 

extracontractual, esto por señalar que la demandada falto a un deber 

de cuidado al omitir dar mantenimiento o realizar modificaciones en su 

propiedad que se encuentra sobre el inmueble del actor. 

 

Una vez sentado lo anterior, es de señalarse que el artículo 604 

fracción VI del Código Procesal Civil vigente dispone que: “Cuándo 

procede el juicio sumario. Se ventilarán en juicio sumario: VI.- La 

responsabilidad civil que provenga de causa extracontractual, y la que 

se origine por incumplimiento de los contratos enumerados en este 

Artículo;….”  

 

En ese tenor, como ya se dijo se estima que la vía ejercitada es 

improcedente, pues en términos del citado precepto legal, la 

responsabilidad civil que provenga de causa extracontractual se 

ventilara en juicio sumario. 

 

Apoya lo anterior expuesto el criterio jurisprudencial que es al 

tenor siguiente: 

 
Registro digital: 2002532. Instancia: Primera Sala. Décima Época. Materias(s): 

Civil. Tesis: 1a./J. 108/2012 (10a.). Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta. Libro XVI, Enero de 2013, Tomo 1, página 573. Tipo: Jurisprudencia. 

HONORARIOS DEBIDOS A ABOGADOS Y PAGO POR RESPONSABILIDAD 

CIVIL PROVENIENTE DE CAUSA EXTRACONTRACTUAL. LA ACCIÓN 

PERSONAL PARA SU COBRO DEBE TRAMITARSE EN LA VÍA SUMARIA Y 
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NO EN LA ORDINARIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA). 

Para identificar cuándo procede tramitar un juicio en determinada vía civil es 

necesario analizar el contenido de la legislación correspondiente en dos aspectos 

fundamentales: 1) la vía o proceso que el legislador previó expresamente como 

procedente respecto de determinada acción; y, 2) la procedencia o no de una 

pluralidad de vías respecto de la misma acción. Ahora bien, el artículo 424, 

fracciones V y XIII, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja 

California, prevé que las acciones de pago por honorarios debidos a abogados y 

por responsabilidad civil proveniente de causa extracontractual se tramitarán en 

la vía sumaria; por su parte, el numeral 425 del mismo código, establece que 

todas las contiendas cuya tramitación no esté prevista en el título séptimo del 

mismo ordenamiento, se ventilarán en juicio ordinario. En ese sentido, si el citado 

artículo 424, fracciones V y XIII, señala expresamente que las acciones 

mencionadas se tramitarán en la vía sumaria, sin que exista disposición legal que 

permita su tramitación en la ordinaria, es inconcuso que se está en presencia de 

una vía sumaria única respecto de las acciones personales de pago referidas, por 

lo que no procede la vía ordinaria para ejercerlas. 

 

Contradicción de tesis 168/2012. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal 

Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Tribunal Colegiado de Circuito del 

Centro Auxiliar de la Sexta Región. 29 de agosto de 2012. La votación se dividió 

en dos partes: mayoría de cuatro votos por lo que hace a la competencia. 

Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos respecto al fondo. 

Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 

Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 

Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de octubre de dos mil doce.” 

 

En virtud de lo anterior, no es posible abordar el estudio de 

fondo del presente asunto, pues la tramitación de un juicio en la vía 

incorrecta trasgrede el derecho a la seguridad jurídica al resultar una 

violación procesal, ya que la vía es un presupuesto procesal, y por 

ende, una condición de validez del proceso. 

 

Al respecto resultan aplicables los criterios sustentados en las 

siguientes jurisprudencias: 

Registro digital: 2023791. Instancia: Primera Sala. Undécima Época. Materias(s): 

Constitucional, Civil. Tesis: 1a./J. 29/2021 (11a.). Fuente: Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación. Libro 7, Noviembre de 2021, Tomo II. Página 1374. 

Tipo: Jurisprudencia. 

PRINCIPIO DE PRIVILEGIO DEL FONDO SOBRE LA FORMA. LA 

TRAMITACIÓN DE UN JUICIO EN LA VÍA INCORRECTA NO ES UN MERO 

FORMALISMO QUE PUEDA OBVIARSE (INTERPRETACIÓN DEL 

ARTÍCULO 17, PÁRRAFO TERCERO, CONSTITUCIONAL). 

Hechos: Una persona demandó en la vía ordinaria civil a una inmobiliaria el 

otorgamiento y firma de escritura de un contrato de compraventa de un 

inmueble. Al contestar, la empresa opuso la excepción de improcedencia de la 

vía, sustentada en que la relación entre las partes es mixta y, por tanto, se debió 

demandar en la vía ordinaria mercantil. La excepción fue desestimada en ambas 

instancias, bajo el argumento de que no le causaba perjuicio, dada la similitud de 

plazos entre ambas vías y porque la vía civil concede una mayor oportunidad 

probatoria. En el juicio de amparo directo, el Tribunal Colegiado consideró que no 

se argumentó cuál derecho fue trastocado con la tramitación del juicio en la vía 



 

 

incorrecta y que la jurisprudencia 1a./J. 74/2005 se emitió previo a la 

incorporación del tercer párrafo del artículo 17 constitucional, conforme al cual 

los Jueces deben privilegiar el fondo sobre la forma. 

Criterio jurídico: La incorporación al Texto Constitucional de la obligación 

a cargo de las autoridades jurisdiccionales de privilegiar la solución de fondo de 

las controversias judiciales sobre los formalismos procedimentales no es 

irrestricto sino que está condicionado a que en los juicios o procedimientos 

seguidos en forma de juicio, no se afecte con su aplicación la igualdad entre las 

partes, el debido proceso u otros derechos. Por tanto, si con la tramitación de un 

juicio en la vía incorrecta se transgrede el derecho a la seguridad jurídica, no se 

cumplen los requisitos constitucionales para obviar dicha violación procesal con 

base en ese principio. 

Justificación: La vía es un presupuesto procesal y, por ende, una condición de 

validez del proceso, que se concibe como el conjunto de formalidades adjetivas, 

plazos, términos y demás elementos que integran un procedimiento particular, 

estructurado y previamente establecido por el legislador en el cual deben 

seguirse los diferentes tipos de controversias que se puedan someter a la 

jurisdicción de un tribunal o autoridad que ejerce una función materialmente 

jurisdiccional. Su objetivo es dar efectividad a los derechos sustantivos de las 

personas y su existencia deriva de uno de los derechos que sustenta todo el 

sistema jurídico nacional: la seguridad jurídica. Sobre esas bases, la tramitación 

del juicio en la vía incorrecta no es un mero formalismo procedimental, ni siquiera 

el incumplimiento a alguna de las formalidades que deben regir el proceso 

natural, sino la transgresión a toda la estructura creada por el legislador para la 

sustanciación de la controversia, cuya ausencia impide tener plena certeza de que 

se respetó el derecho del demandado a la seguridad jurídica y legalidad. Por 

ende, no es constitucionalmente válido aceptar que pueda obviarse y consentir su 

incumplimiento, so pretexto de fallar de fondo la litis del juicio, ya que no se 

satisfacen las exigencias constitucionales para ello, pues uno de los requisitos que 

el artículo 17 constitucional establece para que los juzgadores puedan privilegiar 

la solución del fondo de la controversia, al margen de la existencia de violaciones 

procesales, es que con éstas no se haya transgredido algún otro derecho 

sustantivo de las partes y con el trámite en la vía incorrecta de un litigio se 

transgrede el derecho a la seguridad jurídica. 

Amparo directo en revisión 5934/2019. Bansí, S.A., Institución de Banca Múltiple. 

29 de septiembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 

Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 

concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 

Secretario: Jesús Iram Aguirre Sandoval. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2005 citada, se publicó con el rubro: 

"PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA 

AGRAVIO AL DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE 

SEGURIDAD JURÍDICA.", en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomo XXII, agosto de 2005, página 107, con número de registro 

digital: 177529. 

Tesis de jurisprudencia 29/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada de tres de noviembre de dos mil veintiuno.  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de noviembre de 2021 a las 10:23 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 

obligatoria a partir del día hábil siguiente, 16 de noviembre de 2021, para los 

efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.” 

 

Y la jurisprudencia: 

Registro digital: 178665. Instancia: Primera Sala. Novena Época. Materias(s): 

Común. Tesis: 1a./J. 25/2005. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 576. Tipo: Jurisprudencia. 

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE 

ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA 

CUESTIÓN PLANTEADA. 
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El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que 

está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la 

seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe 

intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma 

establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe 

atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones 

sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es 

procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las 

acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una 

cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente 

ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin 

permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las 

excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista 

un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que 

la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o 

a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de 

los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. 

Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra 

manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas 

en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser 

privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 

sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el 

que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, 

el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el 

proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de 

justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el 

momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera 

oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la 

hubieran impugnado previamente. 

Contradicción de tesis 135/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Tercero y Sexto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito y la 

anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 9 de febrero 

de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. 

Casasola Mendoza. 

Tesis de jurisprudencia 25/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil cinco.” 

 

En las relatadas condiciones, lo procedente conforme a derecho 

es dejar a salvo los derechos de la parte actora para que los haga valer 

en la vía y forma que conforme a derecho proceda. 

 

III. Gastos y Costas. Toda vez que en el presente caso no se 

actualizan los presupuestos establecidos en los artículos 158 y 159, del 

Código Procesal Civil en vigor, no ha lugar a realizar especial condena 

en gastos y costas, por los que cada parte reportará las que hubiere 

erogado. 

 



 

 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento además en los 

artículos 96, 101, 104, 105, 106, del Código Procesal Civil vigente en el 

Estado de Morelos; es de resolverse y se; 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO. Este Juzgado Tercero Civil de Primera Instancia del 

Noveno Distrito Judicial, es competente para conocer y fallar el 

presente juicio. 

 

SEGUNDO. La vía Ordinaria Civil hecha valer por el actor 

[No.23]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], ha 

resultado improcedente, en consecuencia, 

 

TERCERO. Se dejan a salvo los derechos de la parte actora  para 

que los haga valer en la vía y forma que conforme a derecho proceda. 

 

CUARTO. No ha lugar a realizar especial condena en gastos y 

costas, por los que cada parte reportará las que hubiere erogado. 

 

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE. 

Así, lo resolvió y firma la Licenciada IXEL ORTIZ FIGUEROA, 

Juez Tercero Civil de Primera Instancia del Noveno Distrito Judicial del 

Estado, por ante su Primera Secretaria de Acuerdos Licenciada ÁFRICA 

MIROSLAVA RODRÍGUEZ RAMÍREZ, con quien actúa y da fe. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
Exp. N° 141/2021-1 

[No.24]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2] 
Vs 

[No.25]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3] 
Ordinario Civil 

Sentencia Definitiva 
   

___________________________________ 

Documento para versión electrónica.  

 El documento fue testado con el Programa 'ELIDA' Eliminador de Datos Judicial del Supremo 

Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco 

 

FUNDAMENTACION LEGAL 

 

No.1 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.2 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo 

parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 

87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.3 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.4 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo 

parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 

87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.5 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo 

parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 

87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 



 

 

No.6 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo 

parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 

87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.7 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.8 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo 

parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 

87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.9 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo 

parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 

87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.10 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.11 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 
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Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.12 ELIMINADO_Nombre_del_Perito_Particular en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.13 ELIMINADO_el_domicilio en 2 renglon(es) Por ser un dato identificativo de 

conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.14 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.15 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.16 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 



 

 

 

No.17 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo 

parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 

87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.18 ELIMINADO_el_domicilio en 2 renglon(es) Por ser un dato identificativo de 

conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.19 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo 

parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 

87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.20 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo 

parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 

87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.21 ELIMINADO_el_domicilio en 2 renglon(es) Por ser un dato identificativo de 

conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.22 ELIMINADO_el_domicilio en 2 renglon(es) Por ser un dato identificativo de 

conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado 
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Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.23 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.24 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los 

ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.25 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 

un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo 

parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 

87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en 

relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 


